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13464 SaiJl Segunda. Sentencia 81/1989. de 8 de mayo. Recurso
de amparo 84811987. Comra Jalta de resoiución por el
Juzgado de Prímera Instancia número 2 de San Feliú de
LIobregat a escritas del aetor sobre proposición de- prueba.
Dilación indebida en el procedimlemo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llomtte. Presidente; don Antonio Truyol Sorra, don
Eusenio Diaz Emil. don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luís de lo. Mozos y de lo. Mozo. y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Magi.trado. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. &48/87, promovido por don Luí. Gil
Cardú', representado por el Procurador de lo. Tribunales don Eduardo
Morales Price y bajo la direcci6n del Letrado seDor Solsona Campo,
contnl falta de resoluci6n por e! Juzgado de Primera Instancia número
2 de Sant Feliú de Llobregat a escrito. del actor .obre proposici6n de
prueha en el juicio ejecutivo núm. 262/86. Ha sido pone e! Ministerio
FISCal, siendo Ponente el Magisttado don José Luis de los Mozo' y de
los Mozos, quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

1. Por escrito presentado en e! Registro General de este Tribunal e!
19 de junio de 1987, e! Procurador don Eduardo Morales Prioe,
actuando en nombre y~taci6n de don Luís Gil Cardús, intel'pUSO
recurso de amparo~ V1olaci6n del an. 24 de la Constituci6n, causado
por las dilaciones mdebidas habidas en lo. autos de juicio ejecutivo
262/86 seguido. ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Sant
Feliú de Llobresat (Barcelona), entre él recur=te y la entidad «Alimen-
taci6n Chus, Sociedad An61l11tll1». , - -

2. La dentanda se funda en los si¡uientes hecbos: •

Con fecba 21 de noviembre de 1986, fUe presentado por esta parte
escrito contestando la oposici6n a la demanda efectuada por la pone
ejecutada, y proponiendo prueba en lo. auto. de juicio ejecutivo de
referencia. ,

, Transcurrido. más de seis meses desde dicha fecha sin que todavía
se baya proveido e! citado escrito, fUe presentado en fccba 1 de junio de
1987, e! escrito cuya copia seliada por e! Juzgado, acampaila como
documento ndm. 1, en e! que se denunciaba la vuineraci6n del an. 24
de la Constituci6n en e! sentido de una falta de tutela judicial efectiva
y del derecho a un proceso sin dilaciones, y se solicitaba se resolviese lo
procedente. en plazo de tres dIas; no habiéndose dictado resoluci6n
ninguna y ni tan siquiera se provey6 e! citado escrito. Por lo que se
acude al recurso de amparo. Invocando finalmente los habituales
retraso. en e! despacho de los asunto. que se producen en e! Juzgado,
dando lugar a la falta de la tutela judicial efectiva. ,

3. En la fundamcntaci6njuridica de la demanda se limita a invocar
los ano. 44 y 46 de la Ley OrIánica de este Tn1>unaI y a citar la doctrina
jnri.prudencial de! Tribunal Europeo de Derechos Humano. en tomo al
an. 6.1 de la Convención Europea que ot~, a toda persona e! derecho
a que su ca.u~ tanto civil como penal, sea Vl5ta «en un plazo razonable:»
y termina suplicando que: 1) se otorgue e! amparo por- haberse
producido una dilaci6n mdebida en la demanda de juiCIO ejecutivo,
auto. 262/86, de! Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Sant Feliú de
Llobregat, desde el 21 de noviembre de 1986; 2) se ordene al Juz¡ado
mencionado ponga a dicha situaci6n, dietando la resolución que
proceda, y 3) se declare el derecho del recur=te don Luís Gil Cardús,
a obtener reparación de los dailos y petjuicios sufridos por dicho retraso
frente a la Administraci6n Pública. -

Mediante otrosí se .olicita la acumulaci6n del presente recurso de
, amparo con otro presentado por la entidad «Productos Reunidos,

Sociedad An6nima», en 9 de Junio de 1957 Y bajo ,la direcci6n del
"mismo Letrado, también por dilaciones indebidas ocurridas en las

/ . actuaciones judiciales. en proceso monitorio seguido por dos supuestos
delitos de cheque al descubierto contnl don Alftedo Fcmández Cabelio,
ante e! Juzgado de Primera Instancia e lnstrucei6n núm. 2 de Sant Feliú
de Llobregat (ndm. 787/87).

4. El recursO fUe admitido a trámite por providencia de 13 de
octubre de 1987, interesándose del Juzgado la remisi6n de las actuacio­
nes y concediéndose al demandante y al Ministerio FtseaI plazo común
de veinte dias para fonnular las alegaciones correspondientes.

Sin haberse agotado dicho plazo tiene entrada en e! Tribunal nuevo
escrito delrccurrtnte e! JO de octubre de 1987, reproduciendo la petici6n
de acumulación Que habia efectuado por otrosí en su escrito inicial. Por
providencia de 10 de noviembre se da ttaslado al FtseaI para que
infonne en la acumulaci6n solicitada y por Auto de 1 de diciembre de

1987, se resuelve no acceder a la acumulación. pues, aunque ambos
recursos tiene en común el referirse a dilaciones indebidas de un órgano
jnrisdioeional, se tnlta de proceso. distinto. y de naturaleza dif=te.

Finalmente, por providencia de 20 de enero de 1988, recibidas las
actuaciones del J!!Zf.llÓo, y de confonnidad con el an. 52.1 de la Ley
Orgánica de este Tnbunal, se da vi.ta de las actuaciones a la recurrente
y al Ministerio Fiscal, por el plazo común de veinte días, para que
formulen las alegaciones que estimen peninentes.

5. El dentandante de amparo pasa directamente a consi~ lo que
la jurisprudencia de este Tribunal entiende por «dilación indebIda» en
las aetuaci.oncsjudiciales. Mencionado por una parte. aquellas resalucia.
nes que so.denen que «el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas
se encuentra COnstltucionali2ado para todos lo. 6rdenes jnrisdioeiona­
les» (SSTC 26/1983, de 13 de abril; 119/1983, de 14 de diciembre, y
36119&4, de 14 de IOlUZO), y por otra, la. que han considerado que
retrasos como los ocurridos en nuestro supuesto. constituyen dilaciones
indebidas (SSTC 24/1981,.de 14 de julio; 36/1984, antes citada, y
511985, de 23 de enero). Aduciende seguidamente que no reclama
porque no haya sido contestada la oposición y por propuesta la prueba,
dentro de los paIámctros del an. 1.469 de la Ley de Enjuiciamiento
Ovil, que ordene recibir el juicio ejecutivo a prueba por término de diez
dias, sino que ha interpuesto el recurso porque entiende Que la
~ci6n del proceso en e! tiempo de más de un ano, y el haber
mc:unido el Tribunal en una omisión de respuesta a sus escritos. atenta
a su derecho a que su proceso sea resuelto en un.plazo razonable.
Poniendo seguidamente de reüeve el abandono en que se encuentra el
Juzgado de Sant Fel;iú de Llobregat y lo ocurrido en otros asunt!" que
ban motivado antenores recursos de amparo. Formulando, en smtesIs,
las si¡uientes relaciones:

El derecho a la tutela judicial efectiva es 1m derecho de prestación,
lo que conseeuentemente neva consigo la obligaci6n de lo. poderes
púhlicos, a no ser que se viole e! contenido de este derecho, de hacer
efectiva la realizaci6n del servicio, tantO en .u aspecto funcional como
en .u aspecto orgánico. Yen_consecuencia también, como quiera que la
mganjzación es previa a la fUnci6n, la inadecuada prcsenaa de aquélla _
impide e! normal desenvolvimiento de esta última conculcando de esta
forma el contenido básico del derecho fundamental a la tutela efectiva.

Esto viene a rcoonOCllrlo la propia Exposici6n de Motivos de.la Ley
Orgánica del Poder Judicial, al decir que «la realizaci6n J":'iCtlca del
derecho constitucionalmente reconocido a la tutela judicial efectiva,
requiere como prcsul'uesto indispensable que todos lo. 6rganos jnrisdic­
cionales estén provtStos de sus correspondientes titulares, Jueces o
Magisttad_. Ailadiendo a continuaci6n: «Muy ~ves petjuicios se ,
produoen ala seguridadjnridica, en el derecho a unJuicio SIn dilaciones,
cuando los Juzgador" y Tribunales se encuentran vacantes durante
prolongados lapsos de tiempo, con la correspondiente acumulaci6n de
asuntos pendientes y retraso en la Administración de Justicia. Ello ha
obligado -continúa diciendo- d6nnulas de sustituciones o pr61TOgaS de
jurisdicción especialmente inconvenientes en aquellos territorios en los
que tiene lugar un progresivo y creciente incremento de trabajo. Resulta
por ello indemorahle afrontar ): resolver el problema» (apartado VI de
la citada Exposici6n de Motivos).

El texto mvocado, apone demostrar la ~paci6n del legislador
por alcanzar la efectividad de la tutela judicial con e! buen funciona­
miento de la Administración de Ju.ticia, pone de relieve oómo la
deficiente dotaci6n de Juzgados y Tribunales .upone la fru.traci6n de,
ese objetivo. Pero, además, en el presente caso, se invoca porque· el
análisis efectuado por la propia Exposici6n de Motivo. refleja especular­
mente la situaci6n que tiene lugar en e! lU2gado de Sant Feliú de
Llobregat, Nada más contrario al propósito de!legi.lador, al desarrollar
dircClamente la Constitución mediante Ley Orgánica en materia tan
importante como e! Poder Judicial, queriendo sisnificar que .u organiza­
ci6n se eleva a presupuesto básico, para la efectividad del derecho
constitucionalmente reconocido. .

Este derecho a la otpnizaci6n propio de un derecho fUndamental
con un contenido de prestación es, evidentemente, uno de los elementos
que más,rcsaJtan dentro de la definici6n del E.tado social que nuestnl
Constitución contiene, pues los derechos fundamentales de contenido
prestatorio son simultáneamente derecho. en la organizaci6n de la
prestación del servicio o garantia material del derecho haga decaer la
Ñernl del derecho con.titucionalmente protegido.

En apoyo de las anteriores alegaciones invoca e! an. 24.1 de la
Constituci6n, las Sentencias anterionnente referidas de este Tribunal y
la mencionada Exposici6n de Motivo. de la Ley Orgánica del Poder
Judicial.

6. El. Ministerio FiseaI hace una relación de antecedentes de hecbo
sustancialmente coincidente con la del demandante y solicita e! otorga­
miento del amparo con apoyo en los siguientes fundamentos jurídicos:

En primer lugar, e! recurrente denuncia la falta de actividad del
Juzgado de Sant Feliú de Llobregat, al no proveer a .u escrito de
contestación y proposición de prueba transcurridos más de siete meses,
quedando e! procedimiento paralizado sin justificación alguna, por lo
que, la dilación Que sufre el recurrente no tiene la consideración de plazo
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razonable, contrariando el 9.erecho que reconoce el arto 24.2 de la
Constitución. al consagrar dentro de la tutela judicial efectiva, el derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas. Derecho que ha sido construido
por la ju.'"':isprudencia de este Tribunal

Efectivamente, el derecho a la jurisdicción, dice la STC 24/1981, de
14 de julio, no puede ni debe entenderse desligado del tiempo en Que
debe p~starse, sino que debe ser entendido en el sentido de que se
otorgue· por los órganos judiciales dentro de los razonabfeS plazos
temporales en que las personas Jos reclaman, en el ejercicio de sus
derechos e intereses legitimos.
. P~r otra; parte. el a1argamien~de la causa,. para que exista la dilació~
mdebida, tIene que tener su ongen en una inactiVIdad DO fundada ro
razonable de los órganos judiciales y no en una duración excesiva del
proceso. Hay que tener en cuenta para determinar la razonabilidad de
la duración, la complejidad del proceso, así como los diferentes recursos
empleados. Lo que, en el presente caso, no se justifica por tratarse de un
juicio ejecutivo, y la falta de actividad procesal no es razonable ni está
fundada, porque no se puede admitir que la respuesta del órgano judicial
a la pretensión de prueba, tenga una complejidad de estudio que
justifique, la tardanza de siete meses.

Finalmente, esta dilación es indebida, porque la demora no se debe
a la parte, sino al órgano judicial, que omite toda actividad sin que>
explique o justifique la razón. También es indediba si la tardanza denva
de una deficiencia de la organización judicial que produce la imposibili­
dad de que el Juez pueda, dado el volumen de trabajo, nacido de esa
deficiencia organizativa, resolver los procesos en un tiempo no sólo
legal, sino prudencial.

7. En 5 de julio de 1988 tiene entrada en este Tribunal escrito del
Juzgado de Primera Instancia de Sant Feliú de Uobregat, con el que se
acompaña la Sentencia recaída en 18 de junio de 1988, en los autos de
juicio ejecutivo seguidos ante ese Juzgado entre el recurrente de amparo
don Luis Gil Cardús Y la entidad «Alimentación Chus, Sociedad
Anónima». Fallando la citada Sentencia a favor del recurrente, al
mandar seguir adelante la ejecución despachada contra su contraparte,
quedando incorporada al presente recurso por providencia de 10 de
octubre de 1988.

Acordando en la misma resolución dar traslado de la citada sentencia
al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal, para que, en el plazo
común de seis días, aleguen lo que estimen pertinente.

El Ministerio Fiscal alegó que para mejor ilustración del Tribunal
seria preciso conocer la posiCIón del demandante de amparo y, en
concreto, si desiste o no del recurso, una vez dictada Sentencia que
resuelve el juicio ejecutivo que instó como demandante, terminando con
la súplica de que se le confiera traslado del escrito que presente el
demandante. antes de emitir su informe.

El demandante de amparo no presentó escrito alguno, dictándose
providencia el 3 de abril de 1989, en la Que se señaló para deliberación
y fallo el día 8 de mayo siguiente.

II. Fundamentos jmidkos

l. En el presente recurso se solicita amparo del derecho al proceso
sin dilaciones indebidas garantizado por el art. 24.2 de la Constttución.
que el recurrente afirma haber sido vulnerado en los autos de juicio
ejecutivo 262/86 del Juzgado de Primera Instancia de Sant Feliú de
Llobregat, iniciados a su instancia y en los que, habiendo formulado
demanda de oposición su contraparte, la entidad «Alimentación Chus,
Sociedad Anónima», contestando a la misma y proponiendo prueba al
efecto, en 21 de noviembre de 1986, sin que se dictara resolución alguna
ni se proveyera el citado escrito durante más de seis meses. Por lo Que,
denunciando la situación ante el propio Juzgado con su escrito de 1 de
junio de 1987, el 19 siguiente, acude en amparo a este Tribunal.

2. El art. 24.2 de la Constitución, empleando la expresión utilizada
por el art. 14.3, e), del Pacto IntertlllClonai de Derechos Civiles y
Politicos hecho en Nueva York, el 19 de diciembre de 1966, reconoce
el derecho al proceso sin dilaciones indebidas, que es similar, según se
ha declarado en las SSTC 5/1985, de 23 de enero, y 223/1988, de 24 de
noviembre, al que consagra bajo la fórmula de «derecho a que la causa
sea oída dentro de un plazo razonable», el art. 6.1 del Convenio para la
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Políticas,
hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, ratificados ambos por
España en Instrumento publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de
10 de octubre de 1979. _

Teniendo en cuenta que, según el art. 10.2 de la Constitución, las
normas relativas. a los derechos fundamentales se interpretarán con­
forme a los tratados y acuerdos internacionales suscritos por España, lo
dicho es de capital importancia en el presente caso, ~ lo que hemos de
añadir Que nuestra doctrina constitUClOnal, en jurisprudencia reiterada
y constante, reconoce igualmente el valor que, a tales efectos, tiene la
Jurisprudencia pronunciada por el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos que ha tenido ocasión de perfilar el criterio de «plazo
razonable» -equivalente o similar al utifizado por nuestro art. 24.2 de
la Constitución de ain dilaciones indebidas»- a través de un proceso de

concreción progresiva (Sentencias Wemhift de 27 de junio de 1968,
Neumeister de la misma fecha. Ringeisen de 6 de junio de 1971, Koning
de 28 de julio de 1978, Ysobre, todo, a partir de las Sentencias Bucholz
de 6 de mayo de 1981, y Foti y otros de 10 de diciembre de 1982, Y
Zimmennann y Steiner de 13 de junio de 1983) que constituxe un
verdadero corpus doctrinal que ha sido asumido por este Tnbunal
(SSTC 36/1984, de 14 de marzo; 5/1985, de 23 de enero, y 223/1988, de
24 de noviembre).

3. Siguiendo esa doctrina hemos de reiterar Que la expresión «sin
dilaciones indebidas» que utiliza el art. 24 d~ la Constitución alude a un
concepto indeterminado, cuyo contenido concreto debe ser alcanzado
mediante la aplicación, a las circunstancias específicas de cada caso, de
los factores objetivos y subjetivos Que sean congruentes con su enun·
ciado genérico. Estos mctores pueden quedar reducidos a los siguientes:
la complejidad del litigio, los márgenes ordinarios de duración de los
litigios del mismo tipo, el interés Que en aquél arriesga el demandante
de amparo, especialmente relevante en el proceso penal, su conducta
procesal y, fin81m.ente la conducta de las autoridades y la consideración
de los medios disponibles. De acuerdo con esta doctrina. la solución del
supuesto debatido depende del resultado que se obtenga de la aplicación
de estos factores a las circunstancias en él concurrentes.

4. En lo que afecta a los tres primeros factores señalados nos
encontramos con que el demandante· de amparo promueve. contra la
que fuera su contraparte, juicio ejecutivo, de acuerdo con los arts. 1.429
Ysiguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para obtener el pago de
una letra de cambio más los gastos ocasionados por el protesto y las
costas.,. utilizando el procedimiento de apremio legalmente previsto.
Opuesto el demandado de ejecución, en 26 de noviembre de 1986,
contesta a la demanda de contradicción y propone prueba, de acuerdo
con los arts. 1.463 Ysi~entes de la pro¡na Ley procesal civil, y, en este
momento, las actuaCIOnes Quedan paralizadas, sin que se dé por
contestada la demanda, ni por propuesta la prueba, situación Que dura
más de seis meses, hasta que en 1 de junio de 1987 denuncia al Juzgado
el retraso y la infracción del art. 24.2 de la Constitución solicitando se
dietara alguna resolución, que no se produce, por 10 que, en 19 de junio
siguiente, acude a este Tribunal en demanda de amparo.

No es dificil argumentar que, en el presente caso, las «dilaciones
indebidas» son bien patentes, por tratarse de un procedimiento sumario
de naturaleza !-iÍecutiva. Que entraña únicamente la posibilidad de una
contradicción limitada, al permitir, en los casos específicamente tasados
por la Ley, al demandado de ejecución que formule una demanda de
oposición -invirtiendo la posiCIón de las partes y, por ello, la carga de
la prueba- pero, por eno mismo, los trámites procesales normales se
reducen, respecto de los juicios ordinarios. De modo que, en el presente
caso. lo que en otro Juzgado hubiera podido tardar un par de meses,
como mucho, queda inmovilizado durante más de seis meses.

Al tratarse de un procedimiento civil de naturaleza sumaria Que no
presenta ninguna complejidad, y la paralización del procedimiento, tiene
lugar en un momento procesal, en que no existe motivo alguno para ello,
como podía ser la dificultad derivada de un estudio minucioso o
complicado de las pruebas, esta dilación afecta al interés legítimo del
actor que trata de hacer efectiva una deuda amparado en un titulo que
lleva aparejada ejecución y que, por ello mismo, comporta una cierta
rapidez, pero que no se ve frustrada por el ejercicio legítimo del
demandado de ejecución oponiéndose a la misma, pues Que se halla en
el ejercicio de su derecho, sino por una inactividad del órgano j.udicial.

5. La dilación objetivamente indebida que Queda perfectamente
comprobada no'es 'imputable al demandante de amparo que contesta
oportunamente a la demanda de oposición y propone la prueba
pertinente, sin que se dicte resolución que tenga por contestada la citada
demanda y por propuesta la prueba y esta situación se mantenga durante
más de seis meses., con referencia al momento en Que el demandante
denuncia al Juzgado la tardanza, eso sin tener en cuenta que, según la
Sentencia incorporada a estas actuaciones, aquella paralización no cesa
hasta el 6 de abril de 1988, casi diez meses después.

Tampoco es debida al comportamiento de la contraparte del actor en
los autos de juicio ejecutivo, puesto que se opone a la ejecución
fonnulando la demanda de oposición pertinente y propomendo la
prueba que conviene a su derecho, proposición que vuelve a reiterar,
según la Sentencia de referencia, ampliando la propuesta, en 1 de
diciembre de 1986.

6. En lo que se refiere a la conducta de las autoridades, es decir del
órgano judicial, en el que tiene lugar el retraso que da origen a las
«dilaciones indebidas», de manera que, en el presente caso, se frustra la
tutela judicial efectiva por no pro~ir el trámite procesal sin tales
dilaciones y al no resolver, en definiUva, la cuestión planteada en «un
plazo razonable». Para lo cual, basta con tener en cu~nta el tiempo
transcurrido, desde la presentación de la contestación a la demanda y
proposición de prueba, P!Jf el recurrente de amparo, y la fecha en que
se denuncia la paralizaCIón de toda actividad, sin que, por lo demás, se
conteste de algún modo a la denuncia formulada.

Pero por las alegaciones efectuadas en la demanda, sobre el estado de
abandono del· Juzgado de Sant Feliú de Llobregat, atendido por
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prórrogas de jurisdicción de titu1a= de otros JUzgados donde' la
acumulación de Il$Wltos es excesiva, prórrogas que se suceden cada poco
tiempo. debido alas q~as y peticiones por los mismos formuladas, y
por otras actuaciones seguidas ante este Tribunal ("""USO núm.· 787/87).
se pone claramente de manifiesto que el origen de la dilación indebida
'no es imputable a pasividad del Juez que conoce del procedimiento en .
Que se ha cometido, sino a un retraso ci:rcunstancial producido por
acum~ón excesiva de asuntos, debido _8 carencias de previsiones
orp.mzattvas. .

Este origen del retnlSO en las aet1iaciones que da Jugar a la dilación
indebida-plantea el problema de determinar si el ámbito del derecbo
fundamental invocado incluy<: .... sólo acciones u omisiones debidas a
negligencia del órgano judicial o comprende también las que tienen su
causa última en defectos de orpnización o carencies estructurales.,

7. Como ha establccido el Tribunal Europeo de Derechos Huma­
nos en la Sentencia del case Delcourt, de 17 de enero de 1970. en una
sociedad democrática, el _o a la recta Y eficaz administración de
justicia ocupa un lugar de tal preeminenc¡a 'que una interpretación
restrictiva del derecho a! procese SÜ1 dilaciones indebidas, garantizado
por el art. 24.2 de la Constitución, no corresponderá a! sentido y objeto
de este precepto. si, en_casos como el presente, consideramos que no se
le debe dar cabida, cuando. por otra parte, como es dOClrina reiterada
de este Tribunal, la efectividad de los derecbos fundamentales exige el
principio de la interpretación más favorable a dicha efectividad, por lo
que no cabe hacer distinciones sobre el origen de la dilación indebida,
distinciones que. por lo demás, el precepto constitucional no establece.

Además, el derecho invocado en el presente """USO es de naturaleza
prestacional, como arguye el demandante de amparo y el Ministerio
FISCal, y ello supone 'Lue como dice la STC 223/88. de 24 de noviembre
(recurso ¡,úm. 787/87), «1os Jueces y Tribunales deban cumplir su
función jurisdiccional de garantizar la libertad, la justicia y la seguridad
con la rapidez que permita la duración normal de los procesos, evitando
dilaciones indebidas que quebranten la efectividad de su tutela, pero este
deber judicial, impuesto por la Constitución no puede ser cumplido.
eualqwera que sea el esÑeno y la dedicación de los Jueces y Tribunales,
si los órganos judiciales nO disponen de los medios materiales y
personales que sean necesarios para satisfacer el derecho de los litigantes
a una pronta respuesta de la jurisdicción a sus pretensiones procesales».
Por ....to. el derecho a un procese sin dilaciones indebidas no puede
quedar excluido cuando estas dilaciones tengan su orlsen. como en el
~tecase. en carencias o defectos de la estruetura de la or¡anización
Judicial y en tal sentido se ha pronunciado tambitll la STC 36/1984. de
14 de mayo. siguiendo la doctrina sentada por el Tribunal Europeo de
Derec1;0~Hwnanos en la Sentencia del case Zimmermann y Steiner. de
13 de Julio de 1983. afirmando que «e1 abrumador volumen de trabajo
que pesa sobre determinados órganos judiciales... puede exculper a los
Jueces y Magísttados de.toda responsabilidad personal por los retrasos
con que las decisiones se producen, pero no priva a los ciudadanos de
reaco.onar frente a tales retrasos, ni permite considerarlos inexistenleS!'.

SakJ Segunda. ,Sentencia 82/1989. de 9 de mayo. Realr.so
de aTnJ!llTD 1.009/1987. Contra Auto del Tribunal Central
de Trabqjo que lUYO a la recurrente por deslstltla del recurso
ie¡:ficación anunciadO., RequisitasprocnaJes: subsa1lDbi-

La Sala Segunda del Tn1nmal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uorente. Presidente. y don Antonio Truyol Serra,
don Eugenio Diaz EimiI, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
don José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodriguez
Bereijo. Magistrado. ha pronunciado

, EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.009/1987. instado por el Procurador
don Luis Pozas Granero. en nombre y representación del Ente público
Radiote1evisión Española y con asistencia de Abogado. contra Auto del
Tribunal Central de Trabajo. de fecha 21 de mayo de 1987. que tuvo a
la entidad demandante por desistida del """USO de auplicación inter­
puesto contra sentencia dietada por la Magistratura de ,'rrabajo núm. 12
de Madrid, en procese sobre clasificación profesional.

Ha sido parte el Ministerio FlSCa! y Ponente el Magistrado don
FranciséO Rubio Uorente. quien expresa el perecer de la SaJa.

L AD-.leDteI

1. El Procurador de los Tribunales don Luis Pozas Granero, en
nombre y representación del Ente público Radiote1evisión Española,

aunque esta doctrina no se puede aplicar con el mismo rigor a pleitos
civiles que a causas criminales o asuntos contencioso--administratiVDS
como son los resueltos por mencionado Tribunal Europeo de Derechos
Humanos. ._

Procede. en su consecuencia, conceder el amparo. lo eual plantea una
última cuestión en orden a determinar cuáles ban de ser las medidas a
adoptar en restablecimiento del derecho vulnerado. que impone el art.
SI l. e). de la Ley Or¡ánica de este Tribunal. .

8. El demandante de amparo solicita, en remedio de la lesión
sufrida, que se ponga fin a dicha situación, dietando la Sentencia que
proceda Y. asinusmo. que se declare el derecho del recurrente a obtener
reparación de los daños y pe¡juicios suñidos.

La primera'de estas Peticiones podría atenderse si en el momento de
otorgarse el amparo. subsistiera la dilación indebida, pero desaperecida
ésta con la Sentencia mandando seguir adelante la ejecución despachada,
indebidamente dilatada, es evidente que au petición ha quedado
satisfecha.

Queda peodiente, sin embar¡o. la segunda de las peticiones en orden .
a declarar el derecho del recurrente a obtener una reparación de daños
y petjuicios sufridos. sobre la que este Tribunal no puede pronunciarse,
pues, de una parte. obtenida Sentencia favorable de remate en los 'lutos
de juicio ejecutivo. indebidamente paralizado. es muy problemático
determinar la existencia de daños y petjuicios en el caso de que les boye

. habido. Y. sobre todo. debiendo hacerse valer estos perjuicios contra el
Estado. según establece el art. 121 de la Constitución. este derecho no
es, en al mismo, un -o invocable en amparo. 10 que hace que
nuestro pronuncuuniento deba lintitarse a declarar la existencia de la
lesión del -o fundamental invocado.

FAlLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA. NACIÓN
EsP~OLAI

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Luis Gil Cardús, Y. en 10
consecuencia, declarar que su derecho a! procese sin dilaciones indebi­
das ha sido vulnerado por la demora en resolver en los autos de juicio
ejecutivo núm. 262/86. tramitado por el Juzgado de Primera InSllUlcia
de Sant Feliú de Uobregat. .

Publiquese esta Sentencia en el «BoIetiñ Oficia! del Estado».

Dada en Madrid, a ocho de mayo de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio Uorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio 'Diaz
Eimil-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de ins
Mozos y de los Mozos.-A1varo Rodriguez Bereijo.-Fmnados y rubri....
dos.

interpone el 20' de julio de 1987 """USO de amparo contra el Auto de
21 de mayo de 1987. del Tribunal Central de Trabajo. que' tuvo por
desistida a dicha Entidad del """USO de suplicación interpuesto contra
Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 12 de las de Madrid, de
IS de febrero de 1984. en procese sobre clasificación profesional.

2 La demanda se funda, en resumen, en los siguientes hechos:

a) El empleado de RTVE don Francisco Javier Fuentes ]imtnez
formuló demanda en reclamación del derecho a ostentar la categoria
profesional de Productor. correspondiendo su conocimiento a la Magis­
tratura de Trabajo núm. 12 de Madrid que, por Sentencia de 1S de
febrero de 1984. estimó la demanda, contra la cual el Abogado del
Estado anunció Y. posteriormente. formalizó recurso de suplicación,
alegando en su escnto que no procedía la constitución de depósitos 'Y
consignaciones de conformidad con el párrafo 1.0 del art. 183 (sic) de la
Ley de Procedimiento Laboral y art. 57 del Reglamento del Cuerpo de
Abogados del Estado.

b) El 21 de mayo de 1987. la Sala Primera del Tn'bunal Central de
Trabajo ha dietado Auto por el que se tiene por desistida a RTVE del
"""USO de suplicación, fundándose en que el articulo 181 de la Ley de
Procedimiento Laboral vigente cambia el rtgimen aplicable a consigna­
ciones Ldepósitos, habiendo desaparecido el antiguo privilegio. que·la
Abopclíi del Estado tenia, Ydel que no goza el Ente recurrente.

3. La parte recurrente entiende que la resolución judicial impug­
nada infringe el art. 24.1 CE, en relación con el art. 9.3 de la misma, al
privarle del recurso por el supuesto incumplimiento de trámites proaisa­
les que son innecesarios, conforme a diversas disposiciones legales y a!
criterio del Tribunal Supremo que. en diversas resoluciones. que cita 'f
percia!mente reproduce; ha estImado que el Ente público RTVE está'. ~ ~


